En la Ciudad de Mar del Plata, a los 16 días del mes de setiembre del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa G-134-MP1 “ORTEGA ANA MARIA C/ COLEGIO DE PSICOLOGOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I.1. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Mar del Plata dictó resolución mediante la cual dispuso: a) rechazar el planteo de inconstitucionalidad del artículo 2° de la ley 12.074 y, b) declararse incompetente para entender en las actuaciones promovidas por la Sra. Ana María Ortega con el objeto de obtener la nulificación de la resolución del Tribunal de Disciplina del Colegio de Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires que le fuera notificada con fecha 9-11-2007. Asimismo, dispuso la remisión del expediente a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo por considerarla el órgano competente para la continuidad del trámite. 

Entendió que si bien inicialmente el Código Contencioso Administrativo había asignado la competencia a los jueces de primera instancia para conocer en las causas que tuvieran por objeto la impugnación de las decisiones administrativas concernientes al gobierno de la matrícula y control disciplinario de los colegios y consejos profesionales, a partir del dictado de las leyes 13.325 y 13.329 tal tarea fue asignada a las cámaras de apelación en lo contencioso administrativo.


Resaltó que la mentada reforma suprimió el régimen de la doble instancia y estableció que las impugnaciones de las decisiones de los colegios y consejos profesionales o las de sus órganos competentes en materia disciplinaria se canalizarían a través de un recurso directo ante las cámaras de apelación en lo contencioso administrativo, por lo que no cabía duda en atribuirle a tales órganos la competencia para entender en la causa.


Puntualizó que la argumentación vertida en la demanda vinculada a la inconstitucionalidad del sistema instaurado por el art. 74 del C.P.C.A. con las reformas de las leyes 13.325 y 13.329 no resultaba eficaz para turbar el precepto impugnado en tanto no se apreciaba violación de alguno de los normas constitucionales invocado, tales como, el acceso irrestricto al proceso judicial, la tutela judicial efectiva y la garantía del debido proceso.


2. A tenor de lo resuelto por el magistrado de la instancia, es preciso resaltar que en el punto VIII de su escrito de demanda, la actora solicitó la declaración de inconstitucionalidad del art. 74 del C.P.C.A. -con las reformas introducidas por las leyes 13.325 y 13.329- por considerar que se afectaban los derechos de tutela judicial efectiva y de defensa en juicio, a la vez que resultaba contrario al sistema de justicia administrativa impuesto en la Constitución provincial en los artículos 166 y 215, y con sustento en la mentada colisión con la Carta Magna propugnó la competencia del Sr. Juez de primera instancia.


Estructuró el planteo intentado en tres acápites, a saber; a) Antecedentes; b) Fundamentos generales – Exigencias constitucionales del control judicial; y c) Fundamentos particulares – Inconstitucionalidad del sistema de enjuiciamiento creado por las leyes 13.325 y 13.329.


a. En el primero de ellos recordó que con anterioridad a la reforma constitucional operada en el año 1994 las cuestiones relativas a la denominada policía de las profesiones liberales resultaba ajena a la justicia contencioso administrativa por entonces a cargo de la Suprema Corte provincial, y que fueron leyes especiales las que establecieron como mecanismos de impugnación judicial de actos de gravamen de los colegios o consejos profesionales un recurso o vía directa ante la justicia de segunda instancia en lo civil y comercial. Adicionó que la jurisprudencia supo encauzar lo que era un régimen meramente revisor hacia un juicio más o menos pleno que respetaba el debido proceso y la defensa en juicio.


Sostuvo que la situación varió en el año 1994 en tanto la reforma constitucional amplió considerablemente el contenido de la justicia administrativa sobre la base objetiva del ejercicio de esa función, eliminándose con ello las anteriores exclusiones derivadas de la naturaleza no estatal de los entes públicos imbricados.


Agregó que la ley 12.008 reiterando el mandato constitucional había sustituído todas las normas que atribuían la competencia a la justicia en lo civil y comercial para entender en la impugnación de actos de gravamen de los colegios o consejos profesionales, atribuyendo la competencia a los tribunales en lo contencioso administrativo con arreglo al proceso especial reglado en el art. 74 y que -con las reformas introducidas por la ley 13.101- el texto que comenzó a regir desde la puesta en marcha del fuero preveía un proceso especial de conocimiento abreviado con plenitud revisora.


Adicionó que luego las leyes 13.325 y 13.329 al modificar el art. 74 del C.P.C.A. establecieron un sistema acotado a un recurso directo ante las cámaras de apelación regionales, sin posibilidad de sustanciación y ofrecimiento de pruebas y limitado sólo a los aspectos de legalidad, con lo que los actos de los colegios y consejos profesionales volvieron a quedar marginados del conocimiento jurisdiccional pleno en contradicción con el texto constitucional de 1994 (arts. 15, 166 y 215 de la Const. pcial.).


b. Al exponer los fundamentos generales de su planteo, sustentándose en precedentes del Supremo Tribunal provincial, sostuvo que aún con anterioridad a la reforma del año 1994 ya se sostenía un criterio amplio para enjuiciar los casos administrativos y que, para que la jurisdicción administrativa resultara constitucional, debían satisfacerse dos requisitos: el control judicial suficiente –que se cumple cuando al justiciable se le reconoce el derecho a interponer recurso ante un tribunal judicial contra la decisión del órgano administrativo-, y que en el procedimiento se garantice la audiencia y defensa del involucrado –que importa la posibilidad de ofrecer pruebas-.


Adicionó que la revisión judicial que propugna la S.C.B.A. debía admitir la profundidad revisora mediante la sustanciación y ofrecimiento probatorio, y comprensiva -por ende- tanto de los hechos como del derecho tenido en cuenta por el órgano administrativo.


c. Por último, exponiendo los fundamentos particulares del planteo de inconstitucionalidad resaltó que el sistema de revisión judicial de la actuación de los colegios profesionales regulado en las leyes 13.325 y 13.329 colisionaba con los principios constitucionales de acceso irrestricto al proceso judicial, de tutela judicial efectiva y plenitud revisora de la materia administrativa.


Resaltó que el art. 74 del C.P.C.A. calificaba como sentencias a las resoluciones administrativas dictadas por los órganos de los colegios profesionales, convirtiéndolos en jueces de primera instancia que producen una decisión final sobre los hechos e impiden el replanteo de cuestiones probatorias.


Además –según lo explica- el recurso se debe interponer ante el mismo órgano administrativo, quien a su vez, es el encargado de realizar el análisis de admisibilidad, quedando también vedada cualquier posibilidad de ofrecer y producir prueba, con el agravante de limitar la revisión sólo a los aspectos de legalidad de la resolución atacada.


Con ello –afirmó- se hace patente que el mecanismo soslaya y recorta el sistema de plenitud revisora que consagra la Constitución Provincial y el C.P.C.A., afectando la garantía del debido proceso y los principios de acceso irrestricto a la justicia y tutela judicial efectiva protegidos por los arts. 15 y 166 último párrafo de la Const. pcial.; 18 y 75 inc. 22º de la Const. nacional.


Resaltó que fueron las razones expuestas las que dieron origen a los pronunciamientos vertidos por las Cámaras de Apelación en lo Contencioso Administrativo en los que se declaró la inconstitucionalidad del sistema instaurado por la reforma de las leyes 13.325 y 13.329.


Puntualizó que la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de la Plata resolvió en las causas “Gianinno” y “Ribelli”, mediante votos concurrentes, que el actual art. 74 del C.P.C.A. transgredía los arts. 15, 166 y concordantes de la Constitución provincial y 18 de la nacional. 


Resaltó, con sustento en lo resuelto en las causas supra referidas, que el sistema socavaba la atribución constitucional de los jueces del fuero, violando el principio de división de poderes y de independencia del poder judicial en el juzgamiento de casos contencioso administrativos.


Adunó, además, que la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de San Nicolás, en la causa “C., I. E.”, entendió que las previsiones del art. 74 del C.P.C.A. violaban el principio de tutela judicial continua y efectiva en tanto sus disposiciones ni siquiera se podrían equiparar a lo que en el Código Varela se denominó como juicio al acto, por no respetar un juicio pleno, limitando el accionar judicial a un control de legalidad y coartando el derecho de defensa en juicio, y que también la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de San Martín había resuelto, en la causa “B., E. P.”, que la nueva formulación del art. 74 del C.P.C.A. conducía a una afectación del derecho de defensa y debido proceso.


Agregó que -en el caso- se presentaba una cuestión adicional a ponderar, en tanto al tener las cámaras de apelación carácter regional se veían perjudicadas las posibilidades de defenderse en razón de la distancia, al tener que llevar adelante el juicio ante un tribunal distante, lo que pondría en crisis los postulados de la reforma de la justicia administrativa.

Por último, recordó que existen numerosos artículos de doctrina que avalarían la inconstitucionalidad de las leyes 13.325 y 13.329.

II. En el señalado marco de debate, las actuaciones fueron remitidas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata (fs. 34 vta.), y luego recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A. (fs. 35). 

Puestos los autos al Acuerdo para resolver sobre la competencia de este Tribunal para entender en la presente causa (cfr. fs. 38), corresponde plantear las siguientes





CUESTIONES


1. ¿Es de recibo la invalidez constitucional pregonada por la actora respecto del art. 74 del C.P.C.A. en su texto actualmente vigente?


En caso negativo,


2. ¿Es competente esta Cámara de Apelaciones para entender en la impugnación formulada por la actora?


En caso afirmativo,


3. ¿Qué trámite cabe imprimir a la presente causa?


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I. Si bien la jurisdicción de esta Cámara de Apelaciones ha sido instada en el sub examine como consecuencia de la declaración de incompetencia formulada por el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial de Mar del Plata, la decisión que quepa adoptar debe revestir las formalidades del Acuerdo y voto individual, en tanto para resolver la declinatoria de competencia planteada es menester, previamente, expedirse sobre la constitucionalidad del art. 74 del C.P.C.A. a tenor de las impugnaciones formuladas por la actora a tal precepto, juicio que recae sobre una cuestión esencial del proceso (cfr. doct. S.C.B.A. causa A 69.170 “Guevara“, sent. del 28-V-2008).


II. Sentado lo anterior, expondré las razones que sustentan mi respuesta negativa al interrogante planteado.

1. El artículo 74 del C.P.C.A., en su redacción actual, prescribe:

“Las pretensiones que tengan por objeto la impugnación de actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario, tramitarán mediante recurso directo ante las Cámaras Departamentales en lo Contencioso Administrativo que corresponda al lugar donde se produjo el hecho que motivó el acto cuestionado a los fines de establecer el debido control de legalidad de aquéllos. El plazo para deducir el recurso será de quince (15) días a partir de la notificación de la última resolución administrativa y deberá interponerse ante el Órgano Colegial que dictó el acto administrativo. El recurso tendrá efectos suspensivos y deberá ser fundado en el mismo acto. El Órgano Colegial pertinente deberá remitir el recurso juntamente con las actuaciones administrativas, dentro de los diez (10) días hábiles de recibidos, bajo exclusiva responsabilidad de las autoridades de la Institución, quienes serán pasibles de multas procesales en caso de incumplimiento. Recibidas las actuaciones, la Cámara deberá llamar autos para sentencia y dictará el fallo definitivo dentro del plazo de sesenta (60) días. En caso de denegarse la concesión del recurso por parte del Órgano Colegial, el recurrente podrá interponer recurso de queja ante la Cámara competente dentro del plazo de cinco (5) días de notificado de la denegatoria. Con la queja deberá adjuntarse copia de la sentencia recurrida y del escrito recursivo. La Cámara podrá requerir las actuaciones administrativas, las que deberán ser remitidas por la Autoridad Colegial dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, bajo el apercibimiento antes previsto. La remisión de las actuaciones administrativas tendrá efectos suspensivos respecto de la sentencia dictada por el Órgano Colegial”.

Los cuestionamientos constitucionales que se le formulan al mentado precepto se apuntalan en dos sustanciales directrices, a saber:

(a) la instauración de un sistema de revisión directa ante las Cámaras de Apelación del fuero, con desplazamiento de la intervención previa de los juzgados de primera instancia, circunstancia a la que se la asocia con una afectación de la garantía de la tutela judicial efectiva (por la regionalidad propia de la competencia de la alzada contencioso administrativa), con una vulneración del recaudo de doble instancia revisora y con un apartamiento del espíritu de descentralización que –se sostiene- dimana del precepto contenido en el art. 166 de la Constitución provincial;

(b) la limitación en el alcance del control judicial de las decisiones emanadas de los Colegios Profesionales –circunscripta por el texto legal al examen de legalidad de lo resuelto-, lo que configuraría una vulneración del derecho de defensa del impugnante, un retroceso en torno a la amplitud de la justiciabilidad del accionar administrativo de las decisiones de los entes públicos no estatales, amén de un menoscabo a la tutela judicial efectiva. 

2. No advierto agravio constitucional alguno en torno a la instauración de un sistema de control judicial directo de los actos de los Colegios Profesionales por ante las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo. 

a. En cuanto al impacto que ocasiona la configuración de un recurso directo en la estructura del fuero contencioso administrativo desde la perspectiva de las competencias fijadas por el art. 166 de la Carta local y respecto de la garantía de la doble instancia revisora contemplada en los Tratados Internacionales, lejos estoy de predicar una invalidez constitucional de tal instituto procesal.

(i) La reforma de la Constitución provincial del año 1994 ha incorporado una serie de innovaciones fundamentales en el sistema de la justicia administrativa. El constituyente decidió: (i) poner fin a la jurisdicción originaria de la Suprema Corte para el enjuiciamiento de los casos administrativos (artículo 166, párrafo final); (ii) confiar en tribunales específicos la competencia en la citada materia (artículo y párr. cit.); (iii) encomendar a la Legislatura el establecimiento del fuero contencioso administrativo y la sanción del Código Procesal respectivo “... para su entrada en vigencia conjunta”, fijando como fecha límite para el cumplimiento del cometido constitucional, el 1º de octubre de 1997 (artículo 215); (iv) imponer que la designación de los jueces del nuevo fuero sea realizada a través del Consejo de la Magistratura (artículo 217 in fine, en concordancia con el artículo 175) y, por fin, (v) mantener, con carácter transitorio, a la Suprema Corte como tribunal de lo contencioso administrativo, hasta tanto comiencen las funciones de los mencionados en el artículo 166, para decidir las causas iniciadas y hasta su finalización (artículo 215).

Por ley 12.074 la Legislatura local organizó el aludido engranaje institucional al crear Tribunales Colegiados de Primera Instancia y el Tribunal de Casación en lo Contencioso Administrativo. Empero, por ley 12.310 se introdujeron cambios en la organización del fuero que impactaron en el diseño procesal. Suprimió el recurso y el Tribunal de Casación en lo contencioso administrativo, instituyendo en su reemplazo a las Cámaras de Apelaciones (artículos 2, 3, 4, 5, 7, 9, 10, 19 y 24) a las que asignó competencia para entender: a] como alzada, en la generalidad de las causas previstas en el artículo 166 de la Constitución Provincial (artículo 2 ley Nº 12.074 conf. ley Nº 12.310); b] en instancia originaria y juicio pleno, en las demandas promovidas contra las resoluciones del Tribunal de Cuentas de la Provincia (artículo 2, cit.).

En tal marco, el Poder Ejecutivo por decreto 5.188/98 (B.O. 22-III-99) de conformidad a lo previsto por el art. 27 de la ley 12.074, determinó con cuáles Tribunales se iniciarían las actividades del fuero contencioso administrativo (Bahía Blanca -1 TCA-, San Martín -1 TCA-, La Plata -2 TCA-, Lomas de Zamora -1 TCA-, Mar del Plata -1 TCA- y San Nicolás -1 TCA-); más adelante, por decreto 2.309/99 (B.O. 16-IX-99) se hizo lo propio en relación a las Cámaras de Apelación en lo contencioso administrativo (una de dos salas en La Plata y otra de una sola sala en San Martín).

Empero, la ley 13.101 rediseñó la organización del contencioso administrativo provincial, al suprimir los Tribunales Colegiados reemplazándolos por juzgados unipersonales con asiento en las cabeceras de cada departamento judicial y al crear cuatro Cámaras de Apelaciones con competencia regional. Los mentados juzgados serían competentes para entender –entre otras- en las demandas promovidas contra las resoluciones del Tribunal de Cuentas de la Provincia y –en lo que aquí interesa- contra las decisiones de los Colegios Profesionales referidos al gobierno de la matrícula y al control disciplinario de los matriculados.

Así, la regulación legislativa del mandato constitucional (artículos 166, primero y último párrafo, 215 y 217 de la Constitución Provincial) quedó estructurada sobre la base de dos órganos definidos (juzgados de primera instancia y Cámaras de Apelaciones) y una codificación consistente con dicho modelo.


Como puede apreciarse del relato antecedente, muchas de las apreciaciones que efectúa la actora para predicar la inconstitucionalidad del art. 74 del C.P.C.A. con sustento en ciertas notas del fuero contencioso administrativo que deriva de los preceptos constitucionales introducidos en 1994, distan de resultar predicables del modo en que se formulan. 


En efecto, la reforma constitucional si bien importó descentralizar la jurisdicción contencioso administrativa al eliminar la competencia originaria de la Suprema Corte en la materia, no precisó el grado en que dicha descentralización era constitucionalmente exigible. 

Repárese que en la primigenia organización del fuero no se previeron Tribunales Colegiados en todos y cada uno de los Departamentos Judiciales. La máxima descentralización de la instancia de grado recién se dio con la reforma de la ley 12.074 por la ley 13.101, sin que sobre el anterior sistema se hayan formulado objeciones constitucionales desde la perspectiva de la tutela judicial efectiva. Para más, la organización del fuero surgida luego de la reforma introducida por la ley 13.101, también prevé una descentralización limitada en cuanto a la jurisdicción en apelación (sólo cuatro Cámaras de Apelaciones), aunque –por cierto- de mayor generosidad que el centralizado sistema de un único Tribunal de Casación en la materia o de sólo dos Cámaras con asiento en La Plata y en San Martín, como se contemplaba en las previas legislaciones, sistema sobre el cual tampoco se formuló cuestionamiento constitucional.


Con ello se quiere significar que el art. 166 de la Constitución provincial no se ve afectado por el hecho que los justiciables deban litigar por ante un Tribunal con asiento en un departamento judicial diverso al que corresponde a su residencia. 

Ni tal hecho gravita negativamente sobre la garantía de la tutela judicial efectiva contenida en el art. 15 de la Carta provincial. Recuérdese que el discutido argumento de la “descentralización del fuero contencioso administrativo” como indispensable a la hora de materializar la garantía contenida en el art. 15 de la Carta local fue introducido por quien accionara en la causa B. 64.474 “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires” (sent. del 19-III-2003), empero en ninguno de los votos de los miembros de la Suprema Corte provincial aquello se sopesó para resolver la acción intentada en el modo en que finalmente se falló.  


(ii). Tampoco se visualiza un apartamiento constitucional del precepto enjuiciado respecto de la exigencia procesal de “doble instancia revisora”, prevista en el art. 8, inciso 2º, apartado h) de la Convención Americana de los Derechos Humanos y en el art. 14 apartado 5º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ambos –por conducto del art. 75, inciso 22° de la Constitución Nacional- de jerarquía constitucional. 


Ya desde la causa “Giroldi” (Fallos 318:514), la Corte Suprema de Justicia de la Nación vinculó tal garantía a las exigencias rituales del proceso penal, aclarando luego que el derecho de recurrir ante un tribunal superior se halla supeditado a la existencia de un fallo final dictado contra persona “inculpada de delito” o “declarada culpable de delito”, por lo que resultan ajenas al ámbito de aplicación de tal garantía la revisión de infracciones administrativas (cfr. Fallos 323:1787; 325:2711). Y si bien recientemente en la causa M.1771. XL “Marchal, Juan s/apelación” (sent. del 10-04-2007), la disidencia de los doctores Fayt y Zaffaroni pareciera otorgar una lectura de mayor amplitud a la garantía reseñada, no es menos cierto que hasta la fecha, el Alto Tribunal Federal no ha modificado la doctrina que emana de los fallos previamente citados. 


Por tanto, el régimen de recurso directo previsto por el art. 74 del C.P.C.A. no podría invalidarse constitucionalmente con sustento en aquellos preceptos internacionales, en tanto, los actos de los Colegios Profesionales que allí se someten a juzgamiento por ante las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo no importan decisiones por las que un matriculado sea “inculpado de delito” o “declarado culpable de delito”, sino sólo constituyen resoluciones administrativas atinentes al gobierno de la matrícula o al ejercicio del poder disciplinario colegial que –sea dicho- persigue tutelar bienes jurídicos diversos a los protegidos por el derecho penal (arg. doct. S.C.B.A. causas B. 58.240, sent. de 12-III-2008; B. 57.763, sent. de 09-IV-2008, entre otras).


Para más, de lo previamente señalado y a tenor del texto del art. 166 de la Constitución provincial, nada impone que la organización del fuero hubiera debido contemplar obligatoriamente dos instancias ordinarias. Así como fue librado al criterio legislativo el grado de descentralización a otorgar a la jurisdicción contencioso administrativa –según se expusiera supra-, también se reservó a la ponderación de los representantes del pueblo la configuración del fuero en cuanto al número de instancias ordinarias. Hubiera resultado constitucionalmente válido, entonces, estructurar la justicia contencioso administrativa de igual modo en que se regulan los Fueros laboral (ley 11.653) y hasta hoy el de Familia (ley 11.453 y sus mod.), puesto que ningún precepto constitucional fija una organización judicial determinada en esta parcela.  
(iii) En resumen, si la configuración del fuero contencioso administrativo en dos instancias ordinarias y el grado de descentralización de los juzgados y tribunales de alzada quedó reservado a la sana discreción legislativa por no mediar recaudos constitucionales explícitos en dichas materias, entonces, mal puede pregonarse como inconstitucional una norma que, para determinados supuestos, sólo prevé la intervención de una instancia –la de alzada- en el control judicial de actos administrativos, cuando –por otra parte- no se ha tachado como caprichoso, arbitrario, infundado o desigualitario el distingo legislativamente establecido.  

Desde tal perspectiva, luce constitucionalmente irreprochable la competencia que el art. 74 del C.P.C.A. confiere a las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo.

b. Tratamiento aparte merece la tacha de inconstitucionalidad del precepto examinado en cuanto limita el alcance del control judicial de las decisiones emanadas de los Colegios Profesionales, circunscribiéndola al examen de legalidad de lo resuelto. 

La actora sostiene que para que la jurisdicción administrativa resulte constitucional deben satisfacerse dos requisitos, el control judicial suficiente –que se cumple, según aduce, cuando al justiciable se le reconoce el derecho a interponer recurso ante un tribunal judicial contra la decisión del órgano administrativo- y que el proceso garantice la audiencia y defensa del involucrado –que importa la posibilidad de ofrecer pruebas-. Así, en su criterio, la revisión judicial de los actos emanados de los Colegios Profesionales debería ser amplia, con sustanciación y ofrecimiento probatorio y comprensiva -por ende- tanto de los hechos como del derecho tenido en cuenta por el órgano administrativo.

(i) Juzgar si una norma contempla el control judicial suficiente de la actividad jurisdiccional desplegada por un órgano administrativo –según sostiene la Corte Suprema de Justicia de la Nación- no depende de reglas generales u omnicomprensivas, pues aquél podrá ser más o menos extenso y profundo según las modalidades de cada situación jurídica (Fallos 305:129; 323:1787; 327:367), en atención al conjunto de factores y circunstancias variables o contingentes que rodean el caso concreto. Entre otras, pueden mencionarse a título de ejemplo, la naturaleza de los derechos involucrados, la fuente normativa del régimen que fija el procedimiento, el grado de autonomía funcional del órgano que decide en vía administrativa, y la índole del conflicto cuya resolución se le encomienda (v.gr. si es entre particulares, o entre uno o varios particulares y la Administración) etc., lo que obliga a examinar en cada caso, los aspectos específicos que singularizan la concreta materia litigiosa (Fallos 313:433).

Desde tal perspectiva, el universo que se le presenta al juzgador en la parcela examinada contiene supuestos donde no se ha previsto ninguna revisión judicial, pasando por ordenamientos que regulan el examen jurisdiccional con importantes limitaciones, para terminar en otros donde el control es ilimitado.

El art. 74 del C.P.C.A. otorga un alcance determinado al examen judicial de los actos emanados de los Colegios profesionales, a saber: establecer el debido control de legalidad de tales decisiones. 

A juicio de la actora, dicho control es insuficiente, porque deja fuera del escrutinio de los jueces las cuestiones fácticas y priva al perjudicado por el acto de plantear en sede judicial la producción de prueba que le permita defender su posición.

(ii) Es claro que frente a aquellos ordenamientos que expresamente excluyen del control de los jueces sobre decisiones materialmente jurisdiccionales emanadas de órganos distintos a los que integran el Poder Judicial (v.g. procedimiento de destitución de magistrados; plenarios del Consejo de la Magistratura Nacional en concursos para la selección de jueces, entre otros), el art. 74 del C.P.C.A. conlleva un importante avance al contemplar -al menos- la revisión. Y es ese avance el que torna más dificultoso declarar la inconstitucionalidad del precepto.

Es que, si la Corte Suprema de Justicia de la Nación no ha declarado la inconstitucionalidad de regímenes extremadamente limitativos del control judicial, mal podría hacerse lo contrario respecto de normas o preceptos que sí contemplan aquel control. 

Valga recordar que a partir del tradicional precedente "Graffigna Latino" de Fallos: 308:961, la Corte Suprema de Justicia de la Nación viene sosteniendo la doctrina según la cual las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamientos de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales, configura una cuestión justiciable sólo cuando en forma nítida, inequívoca y concluyente se acredite la violación del debido proceso legal (Fallos: 308:2609; 310:348; 310:804; 310:2031; 311:200; 312:253; 313:114; 314:1723; 315:761; 315:781; 317:1418; 318:2266; 327:4635); principio extendido ulteriormente con respecto al enjuiciamiento de magistrados nacionales y federales (Fallos: 316:2940; 318:219; 321:2339; B.680.XXXVI "Bernasconi, Hernán Gustavo s/ su recurso de queja", sentencia del 11 de octubre de 2001) y mantenido con posterioridad a la reforma de 1994 frente a lo dispuesto en el art. 115 de la Ley Suprema (Fallos 326:4816, considerando 9, del voto de los jueces Petracchi y Zaffaroni; segundo párrafo del voto del juez Belluscio; considerandos 20 y 34 del voto del juez Maqueda).

 Así, para estos casos donde ningún control judicial está previsto, la revisión judicial es admisible cuando se pruebe y acredite violación del debido proceso legal, sin necesidad de propugnar la inconstitucionalidad del régimen.

En el mismo orden, ya para los casos de decisiones plenarias del Consejo de la Magistratura de la Nación en el procedimiento de selección de jueces, ilustrativo resulta lo afirmado por el doctor Fayt en su disidencia en Fallos 329:1723, al postular el examen jurisdiccional de aquéllas, “sólo cuando se verifique una transgresión nítida y grave del ordenamiento jurídico o, en especial, de las disposiciones que rigen el procedimiento …, o en los supuestos excepcionales en los que lo decidido traduzca un ejercicio indisimulablemente irrazonable de [sus] atribuciones .. [y] al solo efecto de privarlos de validez y sin avanzar sobre las decisiones finales que en ejercicio de la atribución en examen continúan siendo función insustituible …” del órgano decisor. Y tal lectura es formulada por el distinguido Ministro evitando la declaración de inconstitucionalidad, ya que –a su juicio- la  disposición cuestionada es susceptible de ser interpretada en conformidad con las normas que le son superiores en jerarquía.

(iii) Previsto un control judicial en el art. 74 del C.P.C.A., a la luz de la doctrina arriba señalada, lo esperable –entonces- sería preservar su constitucionalidad a través de una lectura de su texto que lo aleje de cualquier reproche desde la atalaya de las garantías constitucionales en juego. 

A tal tarea me abocaré en los párrafos siguientes.

Liminarmente, juzgo que la habilitación legislativa de un “control de legalidad” del acto cuestionado no podría leerse como un examen más restrictivo que los estándares de revisión admitidos por la Corte Nacional para supuestos en donde ningún visado jurisdiccional se halla previsto. Así, contemplado el control, toda alegación sobre violación del debido proceso legal o sobre ejercicio indisimuladamente irrazonable de las atribuciones conferidas a los Colegios profesionales -con el ofrecimiento de prueba conducente a probar tales asertos- es canalizable a través del recurso directo previsto en el art. 74 del C.P.C.A. Ello es, por tanto, el piso o estándar mínimo de revisión. 

Cabría luego delinear el techo o estándar máximo de contralor jurisdiccional a partir del control de legalidad permitido por la norma. Y en tal tarea rehuyo a entender que la mentada habilitación contenida en el art. 74 del C.P.C.A. excluye indirectamente la revisión de las cuestiones de hecho sopesadas por los Colegios profesionales para emitir los actos luego recurridos.

Tomo en este segmento del análisis, la sana enseñanza que la Corte Suprema de Justicia de la Nación volcara en el considerando 26 del precedente “Casal” (Fallos 328:3399), donde recordara que “la distinción entre cuestiones de hecho y de derecho siempre ha sido problemática y en definitiva, si bien parece clara en principio, enfrentada a los casos reales es poco menos que inoperante … Ello obedece, en el ámbito procesal, no sólo a que una falsa valoración de los hechos lleva a una incorrecta aplicación del derecho, sino a que la misma valoración errónea de los hechos depende de que no se hayan aplicado o se hayan aplicado incorrectamente las reglas jurídicas que se imponen a los jueces para formular esa valoración. O sea, que en cualquier caso puede convertirse una cuestión de hecho en una de derecho y, viceversa, la inobservancia de una regla procesal puede considerarse como una cuestión de hecho”. Y agregó el Máximo Tribunal que la estricta exigencia de rigurosa distinción entre cuestiones de hecho y de derecho ignora la extrema dificultad que, como regla, ofrece esa distinción en particular cuando la objeción se centra en el juicio de subsunción, esto es, en la determinación de la relación específica trazada entre la norma y el caso particular. 

Bajo tales premisas, habré de propugnar una lectura de la habilitación contenida en el art. 74 del C.P.C.A. siguiendo el criterio hermenéutico adoptado por la Corte Suprema de Justicia Nacional en el citado precedente “Casal”: si el legislador dota a esta Cámara de Apelación con el poder de controlar lo actuado por los Colegios o Consejos Profesionales y si la distinción entre examen de cuestiones de hecho y de legalidad es –en definitiva- impracticable, entonces el Tribunal está compelido a agotar el esfuerzo por revisar todo lo que pueda revisar, o sea, por agotar la revisión de lo revisable (cfr. consid. 23º, precedente citado).

Claro debe quedar, empero, que la actuación de esta Cámara de Apelaciones en el marco de las facultades de revisión conferidas por el art. 74 del C.P.C.A., se desplegará en el espacio delineado entre los estándares mínimo y máximo de contralor supra señalados, siempre dependiendo de los concretos planteos e impugnaciones de quienes recurran ante sus estrados y nunca abordando ex officio cuestiones no articuladas por los interesados en la revisión o –según C.S.J.N. Fallos 324:803 considerando 10°- impropias de la materia del recurso. Es que, si bien el control judicial debe ser suficiente, también es cierto que debe responder a una concreta controversia (arts. 166 quinto párrafo y 171 Const. Prov.).

(iv) Con todo, la lectura que aquí se pregona del alcance de la revisión judicial prevista en el art. 74 del C.P.C.A. aleja la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de la norma, en tanto resguarda adecuadamente la garantía constitucional de tutela judicial efectiva (art. 15 Const. Prov.) y asegura una amplitud de debate compatible con el predicable en la jurisdicción contencioso administrativa (art. 166 Const. Prov.). Así, los cuestionamientos formulados por la actora se desvanecen.

De consuno con lo anterior, cabe seguir la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la materia. Así, la consagración de un sistema específico para el control judicial de ciertas decisiones administrativas -en el caso, una sanción dispuesta por el Tribunal de Disciplina de un Colegio profesional-, descarta la facultad del afectado de elegir la vía o el órgano judicial en busca de la protección de sus derechos, apartándose del camino contemplado en tales disposiciones legales (Fallos: 295:994 y 317:387; 324:3934 –por remisión al dictamen del Procurador General-).

III. En consecuencia, propongo a mi colega responder negativamente al primer interrogante planteado.

La doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la primera cuestión también por la negativa. 

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:      


Habiéndome expedido por la constitucionalidad del régimen previsto en el art. 74 del C.P.C.A. –a lo que ha adherido mi colega del Tribunal- y sin que ello importe adelantar opinión sobre la admisibilidad formal y sustancial del planteo efectuado, la declaración de competencia de esta Cámara de Apelaciones para tramitar la impugnación formulada por la actora se impone, lo que propongo así se resuelva en el Acuerdo, aceptándose –consecuentemente- la declinatoria de competencia efectuada por el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Mar del Plata. 


Voto por la afirmativa.

La doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la segunda cuestión también por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

Para responder al interrogante planteado, es menester liminarmente efectuar una serie de precisiones.

1. El nuevo texto del art. 74 del C.P.C.A., luego de la reforma introducida por la ley 13.325 no regula un particular proceso que encarrile, por ante la Cámara de Apelación, el recurso directo contemplado en la norma. Solamente reza: “Recibidas las actuaciones, la Cámara deberá llamar autos para sentencia y dictará el fallo definitivo dentro del plazo de sesenta (60) días”.

Tan escueto precepto –sin embargo- no priva al Tribunal de dotar al trámite a imprimir al recurso directo de la adecuada bilateralidad, elemento basal de todo “caso” o “controversia” (arts. 166 y 171 Const. Prov.). Es que la garantía de la defensa en juicio, en su aspecto más primario, se traduce en el principio de contradicción o bilateralidad que supone, en sustancia, que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte contra la cual se pide, dándole oportunidad de defensa (cfr. C.S.J.N. Fallos 325:806; 327:1240 –por remisión al dictamen del Procurador General-).

Y como bien lo recordara el Doctor Severo Caballero, en los sistemas de control judicial a través de un único recurso es imprescindible que se provea la debida sustanciación que garantice el debido proceso (cfr. C.S.J.N. Fallos 310:1129).

2. Con todo, resta definir bajo cuál tipo de proceso resulta adecuado sustanciar los planteos que se articulen en el marco del art. 74 del C.P.C.A.

Y en tal dilucidación no puede descuidarse el tipo de actos que están sujetos a control judicial mediante el mentado recurso directo, a saber: actos administrativos definitivos emanados de los Colegios o Consejos Profesionales referidos al gobierno de la matrícula o registro de profesionales y/o control disciplinario de los mismos y los definitivos emanados de los órganos de control disciplinario. 
Las potenciales consecuencias que de esos actos pueden derivarse en el ejercicio profesional para quienes hayan obtenido o detenten un título habilitante suficientemente justifican la decisión legislativa de eliminar una instancia judicial con la consecuente adopción de un recurso directo de control jurisdiccional (cfr. opinión del Procurador General en el sexto párrafo, apartado VI del Dictamen, en Fallos 324:803). Tal finalidad podría verse gravemente afectada si el trámite procesal que se le imprimiera al recurso directo importara dilatar innecesariamente la intervención jurisdiccional prevista por el legislador. 
Desde tal mirador, el proceso contencioso administrativo ordinario luce inapropiado a tenor de la regulación procesal que se le aplica, tomando en cuenta las etapas por las que debe transitar y los plazos involucrados en cada una de ellas. A su vez, aunque más adecuado al mentado propósito de celeridad, el proceso sumario de ilegitimidad reglado por los arts. 67 y sgtes del C.P.C.A. puede resultar –en determinados supuestos- insuficiente carril ritual, especialmente cuando sea menester la producción de prueba diversa a la documentación administrativa remitida por el Colegio o Consejo Profesional documental acompañada por las partes y la contenida en los expedientes administrativos agregados a la causa y directamente relacionados con la pretensión (art. 69 inc. 4º del C.P.C.A.). Para más, trocar los criterios de adopción del proceso que se le imprimirá al recurso según se ofrezca o no prueba distinta a la documental, apareja cierto grado de inseguridad jurídica tanto para quien impetra el recurso como también para el Colegio o Consejo que resulte contraparte al disponerse la sustanciación del remedio. Por ello, fundadamente desoigo la opción efectuada por la actora en el apartado III del libelo de inicio.

En mi opinión, el ordenamiento ritual que mejor concilia la celeridad en el trámite, la debida sustanciación del recurso directo -asegurando la bilateralidad- y el principio de seguridad jurídica resulta ser el proceso sumarísimo reglado por el art. 496 del C.P.C.C., con especial referencia a los parámetros reglados en su primer párrafo y en los incisos 1°, 2° y 3°, y sin perjuicio de las adecuaciones que sea menester practicar por conducto de las prerrogativas del art. 34 inciso 5° del C.P.C.C., teniendo en cuenta el hecho de que el trámite se lleva adelante ante los estrados de una Cámara de Apelaciones. 

Adicionalmente, tal proceso -según mi criterio- permite que el control judicial se desarrolle adecuadamente, respetando el principio de contradicción y el derecho de ambas partes a ser oído por el juez natural, y –asimismo- pueda concluir en el plazo de sesenta (60) días fijado por el art. 74 del C.P.C.A.

Además, el trámite indicado también habilita que las decisiones que adopte esta Cámara de Apelaciones al ejercer el control jurisdiccional -en el marco antes señalado- y resolver los recursos directos traídos ante sus estrados, puedan ser revisadas por el Superior Tribunal provincial a través de la vía recursiva extraordinaria que pudiera articular cualquiera de las partes involucradas en el conflicto y que entendiera afectada su esfera de derechos o intereses tutelados por el ordenamiento jurídico (art. 13 del C.P.C.A.), asegurando de tal modo el pleno ejercicio de su derecho de defensa (arts. 10 Const. pcial. y 18 Const. nacional).

3. Si lo expuesto es compartido por mi colega, he de proponer al Acuerdo responder al tercer interrogante planteado, imprimiendo a la presente causa el trámite del proceso sumarísimo del art. 496 del C.P.C.C. en lo que resulte pertinente, a tenor de la especial esencia del recurso directo reglado por el art. 74 del C.P.C.A., y ordenando su sustanciación con el Colegio de Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires –Distrito X- en carácter de contraparte, de cuyo Tribunal de Disciplina emanó el acto contra el que se insta el control judicial mediante el recurso directo incoado por la actora.

Así lo voto.         

La doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, adhiere a la solución propuesta para el tercer interrogante planteado, votando en igual sentido.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Rechazar el planteo de inconstitucionalidad formulado por la actora contra el art. 74 del C.P.C.A. (t.o. ley 13.325). Notifíquese por Secretaría (art. 135 inciso 12 del C.P.C.C.).

2. Hacer lugar a la declinatoria de competencia efectuada por el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata, declarando consecuentemente -sin que ello importe adelantar opinión sobre la admisibilidad formal y sustancial del planteo efectuado- la competencia de esta Cámara de Apelación para conocer en la impugnación impetrada por la actora (arts. 7 y 74 del C.P.C.A.). Ofíciese al referido Juzgado lo aquí resuelto a los fines que estime correspondan.

3. Imprimir a la presente causa el trámite del proceso sumarísimo del art. 496 del C.P.C.C. en lo que resulte pertinente, a tenor de la especial esencia del remedio reglado por el art. 74 del C.P.C.A., y ordenar su sustanciación con el Colegio de Psicólogos de la Provincia de Buenos Aires –Distrito X- en carácter de contraparte, de cuyo Tribunal de Disciplina emanó el acto contra el que se insta el control judicial. En consecuencia, del escrito de inicio y documentación acompañada córrase traslado a la contraria por el término de cinco (5) días (art. 496, inciso 2° del C.P.C.C.), adjuntándose las respectivas copias (art. 120 del C.P.C.C.). Notifíquese personalmente o por cédula, cuya confección queda a cargo de la accionante (arts. 135 inciso 1°, 136, 137 primer párrafo y 138 –en lo pertinente- del C.P.C.C.).

Regístrese. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo, María Gabriela Ruffa Secretaria

